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TERCERA SALA UNITARIA. 

EXP: 279/2020/3
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veinticinco de octubre de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo número 279/2020/3, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el cinco de marzo de dos mil veinte, compareció **********, por propio derecho, para demandar la nulidad del acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

“II. RESOLUCIÓN IMPUGNADA Y FECHA EN QUE SE TUVO CONOCIMIENTO DE LA MISMA: Lo es la resolución emitida el 20 de enero del año 2020, mediante la cual se resuelve la Orden de Inspección, Vigilancia y Verificación **********, y Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********.”

“IV. AUTORIDAD DEMANDADA: C. **********, Director General de Gobernación, Adscrito a la Secretaria General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.”  
II.- Por acuerdo de ocho de enero de dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las catorce horas del siete de julio de dos mil veintiuno, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, con la presencia de uno de los autorizados de la parte actora y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se dio cuenta con el escrito presentado por el diverso autorizado de la parte actora, el que se ordenó agregar para que se surtieran los efectos a que hubiere lugar, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver este procedimiento.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracción V, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades estatales, donde se ejerce jurisdicción, mediante la imposición de una multa por infracciones a las normas administrativas estatales.
SEGUNDO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En el presente caso comparece a juicio **********, en su carácter de propietaria del inmueble ubicado en calle ********** en la ciudad de San Luis Potosí, lo que acredita con la copia certificada del instrumento público número ********** del libro **********, del protocolo de notario público número ********** del Primer Distrito Judicial de San Luis Potosí, documento visible a fojas 40 a la 45 de autos, conforme a lo previsto en el artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de ahí que resulta innegable que la compareciente acredita su legitimación para comparecer a demandar en el presente juicio dado que el acto incide en el carácter de propietario del inmueble ya referido.

Respecto del interés jurídico de la accionante, se advierte que en la resolución impugnada –visible del folio 81 a 86 de autos- se le está imponiendo a la actora una multa, misma que se le exige su pago; por lo que la accionante tiene interés jurídico para acudir a este juicio contencioso administrativo a solicitar su nulidad, sin embargo, esto es únicamente en cuanto hace a esa multa impuesta, pues para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es decir, de aquellas que para su desempeño es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada de manera tal que, cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización, permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta.

Ello, conforme a lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

“Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.- Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.” 

Por su parte, el Director General de Gobernación de la Subsecretaría de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno, acredito su personalidad con la copia certificada de su nombramiento expedido por el Oficial Mayor del Poder Ejecutivo del Estado la cual obra agregada a fojas 71 del expediente en que se actúa. 

Las documentales referidas en supra líneas gozan de valor probatorio pleno de conformidad con lo establecido en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de:

“(...) la resolución emitida el 20 de enero del año 2020, mediante la cual se resuelve la Orden de Inspección, Vigilancia y Verificación **********, y Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********; y,

El Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación circunstanciada **********.”
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Esta Sala Unitaria advierte que del estudio oficioso que se practica en el presente caso, se actualiza la improcedencia respecto del diverso acto consistente en el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********, por las siguientes consideraciones:

En primer término, cabe precisar que según lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico exhibiendo la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso correspondiente.

En otra parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que cuando el particular acude a juicio sin contar o exhibir alguno de los mencionados documentos que acredite tal interés, en caso de que además de la orden y los actos del procedimiento respectivo, se controvierta la sanción impuesta, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la legalidad de esa sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y el consecuente procedimiento administrativo.

Ello, conforme a lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

“Época: Novena Época, Registro: 165594, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA.- Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.” 

Por tanto, conforme al criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para poder impugnar alguna resolución derivada de una actividad reglada, es decir, de aquellas que para su desempeño es necesario que el particular cuente con la concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio; se requiere que los particulares al acudir a juicio exhiban su respectiva autorización, licencia o permiso según se trate, como un requisito indispensable para acreditar su interés jurídico con motivo de la acción intentada de manera tal que, cuando el particular que acude a juicio no cuente y/o no exhiba dicha autorización, permiso o licencia según se trate; sólo podrá ser materia de impugnación en estos casos; la sanción que le haya sido impuesta. 

En el caso que nos ocupa, si bien es cierto que la parte actora no acreditó contar con la licencia para la venta de bebidas alcohólicas establecida en el artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, para la realización de una actividad reglada; también lo es que al haber controvertido en esta vía jurisdiccional, la resolución definitiva precisadas en el Resultando I, de esta sentencia, mediante la cual se impone una sanción por dicha situación; es de considerarse que conforme al criterio jurisdiccional invocado con anterioridad, no habría impedimento legal para que esta Sala Unitaria analice la legalidad o ilegalidad de la sanción impuesta en dichas resoluciones respectivamente.

Lo anterior es así, ya que en el presente juicio la actora se encuentra reclamando la multa que le impuso en la resolución precisada en el Resultando primero de la presente sentencia; acto que si bien derivan de las Orden de Inspección y del Acta de Inspección Circunstanciada, constituye una excepción que obliga a esta Sala Unitaria a ceñirse al estudio de la multa, conforme a los conceptos o argumentos encaminados a combatirla, sin poder analizar aquéllos enderezados en contra de los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como son la Orden de Visita e Inspección, el Acta de Verificación Circunstanciada, y el consecuente procedimiento administrativo sancionador; porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien exhiba la documentación que lo legitime para ello, o sea, los argumentos que impugnan dichos actos solo pueden estudiarse de fondo si el demandante acredita su interés jurídico, con la licencia o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, que lo legitime para las actividades que se ejercen en cada uno de los establecimientos objeto de verificación y en donde se impusieron las multas; lo cual como se ha sostenido en párrafos que preceden, no acreditó el interesado.

Por tanto, lo único que será motivo de análisis en el fondo de esta controversia será la resolución precisada en el Resultando I, de esta sentencia en la parte relativa a la imposición de la sanción en ella establecida a la actora y, no aquellos elementos ajenos o distintos a ella, como lo son; la Orden de Visita e Inspección, el Acta de Verificación Circunstanciada, y el consecuente procedimiento administrativo sancionador que antecedieron a la resolución impugnada; de lo que se sigue, que esta Sala Unitaria únicamente examinará los conceptos de impugnación formulados en contra de la citada resolución –en lo referente a la multa-, sin analizar aquéllos otros argumentos que se encuentren dirigidos a controvertir actos diversos. 
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a folios 04 al 21 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”

SEXTO.- A juicio de esta Tercera Sala Unitaria, los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora en su escrito de demanda y su correlativa ampliación, son inoperantes para declarar la nulidad de la resolución que se combate, de conformidad con lo siguiente:

Es menester precisar, que en términos de lo expuesto en el Considerando anterior, esta Sala Juzgadora, sólo procederá al análisis de la legalidad de la sanción impuesta en la resolución impugnada (multa por la cantidad equivalente a seiscientas veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización), en virtud de que se sobreseyó parcialmente el juicio con relación al Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********, en virtud de que la parte actora respecto de ésta última no acreditó el interés jurídico en términos del tercer párrafo del artículo del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Precisando lo anterior, en cuanto a los motivos de inconformidad de la actora, expuestos en los conceptos de anulación Primero y Segundo del escrito inicial de demanda, consistentes sustancialmente en:

· Que la resolución materia de la presente controversia es contraria a las disposiciones administrativas vigentes, pues en su emisión se dejaron de observar las normas que le eran aplicables, pues como se advierte en el origen del proceso de verificación, en virtud de que el acta de inspección, vigilancia y verificación circunstanciada de fecha 8 de enero de 2020, se encuentra indebidamente circunstanciada al haberse asentado hechos genéricos e incongruentes, pues ahí se afirman hechos que para su conclusión no se circunstanciaron;
· Insiste la actora que el actuar de la verificadora es ilegal al no circunstanciar debidamente el acta relativa de fecha 8 de enero del año 2020, debido a que no se respetó lo dispuesto por los ordinales supra mencionados en la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí y Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, plasmándose en dicha acta hechos falsos por imposibles; 

· Que lo anotado en el acta permite advertir una serie de inconsistencias que distan de circunstanciar debidamente la ejecución material del acto administrativo, como la falta de concurrencia de dos testigos, no solamente de uno como ocurrió en el acta, el cual además resultaba ser funcionario público, a saber, diverso verificador designado en la orden de visita, se afirma de manera laxa y arbitraria que la casa habitación es una “destilería” sin dar razones suficientes y de manera pormenorizada, los hechos vertidos en el acta no cuadran con la hipótesis normativa aplicable, que de acuerdo con la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, no existe la clasificación de establecimiento innominado y que la inspectora afirma hechos de tal subjetividad que solamente le hubieran constado mediante la toma de una muestra ; 

· Que es ilegal la resolución que se combate al ser fruto de actos viciados de origen como lo es la ilegal acta de inspección, vigilancia y verificación levantada el 8 de enero de 2020, por no cumplirse con las formalidades del procedimiento ya que dicha acta constituye a la vez el acto de notificación de la orden de verificación emitida igualmente en la misma fecha y que para que el acta relativa que al efecto se levante pueda considerarse conforme a derecho, es menester que ésta se levante de una manera circunstanciada;
· Sostiene la accionante que no se satisface el debido proceso, al no seguirse las formalidades esenciales del procedimiento que rigen la visita de inspección de la cual fue objeto, pues la  misma está viciada de origen, esto es, desde su notificación con el simultaneo levantamiento del acta respectiva. 
A consideración de esta Primera Sala Unitaria, dichas pretensiones devienen inoperantes por inatendibles, dado que se encaminan a evidenciar la irregularidad del acta de verificación de ocho de enero de dos mil veinte, empero como se dilucidó en el considerando que antecede, en la presente controversia, sólo se precedería el análisis relativo a la legalidad de la sanción impuesta en la resolución impugnada (multa), pues se sobreseyó respecto del Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********, en virtud de que el promovente no acreditó su interés jurídico en términos del tercer párrafo del artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; lo que de suyo, genera la imposibilidad jurídica de esta Sala Juzgadora para poder pronunciarse respecto de esto último, así como analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron y dieron origen a la referida suspensión de actividades aludida, como es la orden de inspección respectiva y su notificación, así como su correlativa acta de inspección circunstanciada levantada el 08 de enero de 2020, porque dichos actos preliminares de verificación que antecedieron a la resolución impugnada, sólo pueden controvertirse por quien cuente con la licencia respectiva y, por ende, no debe atenderse a los razonamientos expuestos por el actor en ese sentido por ser inatendibles.

Es aplicable a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 253/2009, cuyo rubro, contenido y datos de localizaciones, son los siguientes:

Época: Novena Época 

Registro: 165594 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXXI, Enero de 2010 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 253/2009 

Página: 268 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA. Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.”
Contradicción de tesis 418/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 2 de diciembre de 2009. Mayoría de tres votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis de jurisprudencia 253/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil nueve.
(Énfasis añadido)

En efecto, ya que en la ejecutoria de la que emana el criterio jurisprudencial transcrito, la materia de la contradicción de tesis se contrajo a determinar si ante la falta de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, tratándose de actividades reguladas, como en la especie, la sentencia del referido Tribunal Contencioso Administrativo debía ceñirse al estudio de la legalidad de la sanción impuesta o si también debía examinar los actos preliminares del procedimiento administrativo que le dio origen.

Concluyendo la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien cuente con tal documentación; por ende, sólo deberá examinar la legalidad de la sanción impuesta, para corroborar si se citan los hechos que la actualizan y que éstos coincidan con lo asentado por el verificador, de manera que exista congruencia entre lo apreciado por este último y las hipótesis legales que contiene el precepto que se cita.

Por tanto, se reitera, la pretensión de la parte actora en demostrar la ilegalidad de la resolución de veinte de enero de dos mil veinte, sobre la base de argumentar la ilegalidad de los actos preliminares de verificación que le antecedieron, es inatendible, pues como ya se dilucidó en párrafos precedentes, en el Considerando Cuarto se sobreseyó el juicio respecto al acto consistente en el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********, toda vez que: “…existe una condición necesaria para poder iniciar la actividad jurisdiccional y sin su demostración, no se puede instruir la relación procesal, por lo que en la resolución antes detallada, existía una carga específica de la parte actora, al tratarse de una actividad regulada, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 3 de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, que impone que para la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas de cualquier tipo y presentación, se requiere licencia expedida por la autoridad competente; luego entonces de conformidad con lo que dispone el tercer párrafo del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado, la parte actora debió demostrar que cuenta con un instrumento que le permita explotar mediante una concesión, licencia, permiso autorización o aviso esta actividad que resulta regulada y en el que funde su interés jurídico para demandar la nulidad de los actos preliminares a la resolución impugnada…”; aunado a como lo ha definido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, si el actor, como en la especie, en la resolución controvertida además reclama una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sólo examinará la legalidad de la sanción impuesta, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como lo son precisamente la orden de verificación y el acta de inspección cuestionadas, que dieron origen a la referida suspensión de actividades también contenida en la resolución impugnada; de ahí la inoperancia de los argumentos expuestos por el actor.

A mayor abundamiento conviene precisar que de la resolución impugnada, la sanción consistente en una multa por la cantidad equivalente a 600 seiscientas veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización, se motivó sustancialmente en la omisión por parte del establecimiento visitado, consistente en que no tenía a la vista, ni contaba con la licencia de funcionamiento para la venta de bebidas alcohólicas al momento de la diligencia de inspección en cuestión, así como tampoco en el plazo legal concedido para que expresara lo que a su derecho conviniera, no obstante tal como se destacó en el resultando III de dicha resolución, el multicitado establecimiento **********, contaba con la venta de bebidas alcohólicas de alta graduación; hechos que coinciden con lo asentado por el inspector en el Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada número ********** de 08 de enero de 2020, en la cual se consignó lo siguiente:

“Al momento de la Inspección al inmueble ubicado en **********, “**********” cuenta con la venta de bebidas alcohólicas de alta graduación siendo esto manifestado por la C. **********que la venta la efectuaba uno de sus hijos del cual no proporciona datos pero hace mención (sic) que la licencia para efectuar dicha actividad está en proceso de trámite, por lo cual se levanta la presente acta (...)”

En ese sentido, la autoridad demandada considerando lo apreciado por el Inspector, concluyó que con la citada conducta de omisión, se infringió lo establecido por el artículo 3° de la Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, que establece: “Para la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas de cualquier tipo y presentación, se requiere licencia expedida por la autoridad competente…”; razón por la cual, impuso la citada multa con fundamento en el artículo 57, fracción II de la propia Ley, en virtud de no contar el citado establecimiento con licencia para la venta o consumo de bebidas alcohólicas de mérito; luego entonces, si el actor no combatió los referidos motivos y fundamentos que sustenta la determinación de la multicitada sanción (multa), no desvirtúa la presunción de legalidad que le asiste a dicho acto de autoridad, conforme a lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 248, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que esta Juzgadora al pronunciar la sentencia, debe considerar que los actos impugnados gozan de presunción de legalidad y por ende, le asiste la carga procesal a la parte actora de desvirtuar la misma, lo cual en la especie no sucedió.

En las relacionadas condiciones, al no acreditar el actor que en relación con la resolución impugnada de veinte de enero de dos mil veinte, emitida por el Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual le determina, entre otras cosas, una multa por la cantidad equivalente a seiscientas veces el valor de la Unidad de Medida y Actualización, se actualice alguna de las hipótesis de ilegalidad de los actos administrativos previstas en el artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevalece la presunción de legalidad de la referida resolución controvertida, presunción que se encuentra prevista para los actos de autoridades administrativas en el segundo párrafo del artículo 248, Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, debiéndose en consecuencia reconocer la VALIDEZ de la resolución citada, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228, fracción II y 229, fracción II, 249 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Ha resultado fundada la causal de improcedencia y sobreseimiento analizada de oficio por esta Primera Sala Unitaria, en consecuencia;

TERCERO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO PARCIAL en el presente juicio, en cuanto al Acta de Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada **********de conformidad con los razonamientos precisados en el Considerando Cuarto de esta resolución.  
CUARTO.- La parte actora no probó su pretensión, en consecuencia;

QUINTO.- Se reconoce la VALIDEZ de la resolución de veinte de enero de dos mil veinte, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en el Considerando Sexto del presente fallo.

SEXTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a la Autoridad Demandada.

Así lo resolvió y firma, la  Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, a quien le toco conocer del presente expediente, por reasignación en su conocimiento, lo anterior con fundamento en los artículos 19, fracción IX y 42 último párrafo de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 4° de su Reglamento Interior y en términos del Acuerdo General del Pleno de este Tribunal, de fecha veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, quien actúa con Secretario de Acuerdos Licenciado Ismael Méndez Hernández,  que autoriza y da fe.-
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